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Demandante:


José Albeiro Cardona Morales y otros   
Demandado:


S.G. Comunicaciones Pereira S.A.S. y otros.
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
              Juzgado Cuarto Laboral del Circuito
Tema: PRESUPUESTOS PROCESALES PARA ADELANTAR VALIDAMENTE UN PROCESO JUDICIAL. En el año 1868 el jurista alemán Oskar Von Bülow en su libro “La teoría de las excepciones procesales y los presupuestos procesales” determinó que los presupuestos procesales son aquellos requisitos mínimos indispensables para que se produzca la constitución válida de la relación jurídica procesal, elementos éstos a los que se sujeta el nacimiento de dicha relación y en consecuencia la existencia válida del proceso.

Bajo esos parámetros, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia a partir del año 1936 empezó a desarrollar el tema, llegando a la conclusión en sentencia de 14 de agosto de 1995 expediente Nº 4268, la cual fue reiterada en providencia de 15 de julio de 2008 expediente Nº  68001-3103-006-2002-00196-01, ésta última con ponencia del Dr. William Namén Vargas, que los presupuestos procesales son elementos estructurales de la relación jurídica procesal, que permiten que ella se constituya válidamente y produzca como consecuencia la sentencia de fondo, independientemente de su fundamento sustancial.

En ese aspecto enseñó la Alta Magistratura que en el sistema jurídico colombiano son cuatro los elementos que componen los presupuestos procesales: i) Competencia, ii) Capacidad para ser parte, iii) Capacidad Procesal y iv) Demanda en forma; resaltando que la omisión o deficiencia de uno de ellos genera, según sea el caso, la nulidad del proceso o que se profiera un fallo inhibitorio, sin que en este último evento se exima al fallador del deber de emitir una providencia en la que explique las razones que lo llevan a no definir el fondo del asunto.
Citación jurisprudencial: Sentencia C-865 de 7 de septiembre de 2004 / 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, doce de septiembre de dos mil dieciséis, siendo las nueve de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por la EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE PEREIRA S.A. ESP y SEGUROS DEL ESTADO S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 25 de mayo de 2015, dentro del proceso que promueven los señores JOSE ALBEIRO CARDONA MORALES, JOSE DAVID CANO TREJOS, LUIS FERNANDO GRANADOS y REBEN DARIO CASTAÑO MONSALVE, en donde también esta demandada la sociedad SG COMUNICACIONES PEREIRA S.A.S., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2013-00051-02.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretenden los señores José Albeiro Cardona Morales, José David Cano Trejos, Luis Fernando Granados y Rubén Darío Castaño Monsalve que la justicia laboral declare que entre ellos y la sociedad SG Comunicaciones Pereira S.A.S. existieron cuatro contratos de trabajo a término indefinido, los cuales se extendieron entre el 3 de marzo de 2011 y el 25 de mayo de esa misma anualidad e igualmente que la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. ESP es solidariamente responsable de las condenas que le sean impuestas a aquella sociedad.

Con base en ello aspiran que se condene a la empleadora a reconocer y pagar salarios, cesantías y sus intereses, multa por el no pago de intereses a las cesantías, vacaciones, primas de servicios, indemnización por despido sin justa causa, la sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T., lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Fundamentan sus aspiraciones en que prestaron sus servicios personales a favor de la empresa SG Comunicaciones Pereira S.A.S. entre el 3 de marzo de 2011 y el 25 de mayo de la misma anualidad; sostienen que como trabajadores de esa sociedad les correspondió cumplir funciones concernientes al tendido de redes y demás obras de infraestructura, en virtud al contrato de prestación de servicios Nº 007 de 2011 que celebró dicha entidad con la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. ESP, el cual tenía como objeto “La construcción y mantenimiento con suministro parcial de materiales de obras menores de redes, obras complementarias y soluciones espaciales para el servicio de telecomunicaciones en todos los sitios en donde llegue la red de la empresa, tal y como se discrimina en el capítulo correspondiente a las especificaciones técnicas.”; aseguran que los salarios mensuales devengados por ellos ascendían a las sumas de $884.000, $535.600, $884.000 y $1.339.000 respectivamente; finalmente afirman que el 25 de mayo de 2011 fueron despedidos unilateralmente y sin justa causa.
Al contestar la demanda a través de curador ad litem –fls.57 y 58- manifestó que no le constaba ninguno de los hechos. No se opuso a la prosperidad de las pretensiones en la medida en que las obligaciones reclamadas resulten probadas en el proceso.

Por su parte, la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. ESP al dar respuesta al libelo introductorio –fls.59 a 65- aceptó los hechos relacionados con el contrato de prestación de servicios Nº 0007 de 2011 que suscribió con SG Comunicaciones Pereira S.A.S. y su objeto. Frente a los demás hechos señaló que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo la excepción de mérito que denominó “Prescripción”.

Por medio de escrito adjunto a la contestación de la demanda el cual se ve a folios 64 y 65, la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. ESP solicitó que se llamara en garantía a la sociedad Seguros del Estado S.A. en consideración a que la empresa SG Comunicaciones Pereira S.A.S. suscribió con esa entidad Póliza de Seguro de Cumplimiento de Entidad Estatal Nº 55-44-101016818 de 24 de febrero de 2011, por medio de la cual se ampararon el pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones del personal utilizado por la empresa SG Comunicaciones Pereira S.A.S. en desarrollo del contrato de prestación de servicios Nº 007 de 2011.
A su turno, Seguros del Estado S.A. se dispuso a dar respuesta a la demanda y al llamamiento en garantía –fls.150 a 168-. Respecto al primero manifestó que no le constaban los hechos, pero se opuso a las pretensiones planteando las excepciones de fondo denominadas como “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”. Respecto al llamamiento en garantía aceptó que suscribió póliza de cumplimiento de entidad estatal Nº 55-44-101016818. Se opuso también al llamamiento proponiendo las excepciones que denominó “Inexistencia de la obligación por inexistencia del siniestro”, “Clase de póliza otorgada, amparo básico, cubrimiento de la póliza base del llamado”, “Riesgos no asumidos por la compañía aseguradora Seguros del Estado S.A. en la expedición de la póliza base del llamado en garantía. Exclusiones”, “Límite de responsabilidad de Seguros del Estado por la emisión de la póliza de cumplimiento estatal, base del llamado en garantía”, “Amparo otorgado en la póliza de cumplimiento entidad estatal denominado salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones, alcance, que es la base del llamado en garantía, según demanda”, “Literalidad de la póliza”, “Suma asegurada”, “Modificación del riesgo”, “Inexigibilidad de las prestaciones económicas por la cobertura en el amparo de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones”, “No aviso de siniestro y reducción de la indemnización”, “Condiciones generales póliza de seguro cumplimiento en favor de entidades estatales”, “Naturaleza del seguro base del llamado en garantía”, “Buena fe”, “Imposibilidad de declararse la solidaridad”.
En sentencia de 25 de mayo de 2015, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que entre los señores José Albeiro Cardona Morales, José David Cano Trejos, Luis Fernando Granados y Rubén Darío Castaño Monsalve y la sociedad SG Comunicaciones Pereira S.A.S. existieron cuatro contratos de trabajo que se extendieron entre el 3 de marzo de 2011 y el 25 de mayo de la misma anualidad, los cuales fueron terminados de manera unilateral y sin justa causa. Posteriormente concluyó que los salarios devengados por cada uno de ellos, fueron los relacionados en la demanda, motivo por el que pasó a condenar a esa sociedad a reconocer y pagar las siguientes valores: A favor del señor José David Cano Trejos $757.443 por concepto salarios, prestaciones sociales y vacaciones, así como $535.600 por concepto de indemnización por despido sin justa causa; a favor de los señores José Albeiro Cardona Morales y Luis Fernando Granados las sumas de $1.251.715 por concepto de salarios, prestaciones sociales y vacaciones y $884.000 por concepto de indemnización por despido sin justa causa, para cada uno de ellos y; a favor del señor Rubén Darío Castaño Monsalve las sumas de $2.045.153,47 por concepto de salarios, prestaciones sociales y vacaciones y $1.339.000 por concepto de indemnización por despido injusto.

En lo concerniente a la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., consideró que se dan los presupuestos previstos en la Ley y en la jurisprudencia para condenar a SG Comunicaciones Pereira S.A.S. a reconocer y pagar dicha sanción, en razón de un día de salario por cada día de retardo a partir del 26 de mayo de 2011 y hasta por el término de 24 meses en el caso de los señores José Albeiro Cardona Morales, Luis Fernando Granados y Rubén Darío Castaño Monsalve, quienes a partir del mes 25 empezaran a percibir intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificada por la Superintendencia Financiera. En cuanto al señor José David Cano Trejos expresó que al devengar el salario mínimo legal mensual vigente, la sanción de un día de salario se extiende hasta que se verifique el pago total de la obligación.

En este punto expresó que si bien al proceso fueron allegadas las consignaciones de depósitos judiciales a favor de los demandantes por el valor de los salarios y prestaciones sociales, lo cierto es que al no haberse hecho autorización expresa de que podían recibir esas cantidades, no hay lugar a definir como extremo final de la sanción moratoria el día en que se hicieron las consignaciones. 

Determinó también que la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. ESP es solidariamente responsable de todas y cada una de las condenas impuestas a la empresa SG Comunicaciones de Pereira S.A.S., en la medida en que las labores que le encomendó a esta última sociedad por medio del contrato de prestación de servicios Nº 007 de 2011 eran actividades principales del objeto social de la primera, tal y como lo establece el artículo 34 del C.S.T.

Respecto a la sociedad Seguros del Estado S.A. estableció que en virtud a la póliza Nº 55-44-101016818 está llamada a responder por las obligaciones que en ella se encuentran amparadas, en las cuantías y proporciones allí previstas.

Finalmente declaró no probadas las excepciones de mérito propuestas por la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. y la llamada en garantía Seguros del Estado S.A., haciendo énfasis en que la de “No aviso de siniestro y reducción de la indemnización” no quedó probada, por cuanto se demostró en el proceso que la sociedad solidariamente responsable dio aviso oportuno del siniestro a la llamada en garantía.

Inconformes parcialmente con la decisión, la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. ESP y Seguros del Estado S.A. interpusieron recurso de apelación, en los siguientes términos:
La Empresa de Telecomunicaciones de Pereira manifestó que su única inconformidad frente a la decisión adoptada por parte del Juzgado Cuarto Laboral del Circuito radicaba en la extensión indefinida que se hizo de la sanción moratoria, pues considera que la misma solo se prolongó hasta el día en que se hicieron las consignaciones correspondientes a las obligaciones que se le adeudaban a los trabajadores por concepto de salarios, prestaciones sociales y vacaciones, sin que fuera necesario que se diera expresa autorización para que ellos reclamaran esos dineros.
Por su parte Seguros del Estado S.A. expresó que su inconformidad con la sentencia se centra en que la a quo  no tuvo por demostrada la excepción de mérito denominada como “No aviso de siniestro y reducción de la indemnización”, por cuanto en el curso del proceso quedó probado que esa entidad solo supo del siniestro cuando fue llamada en garantía, y teniendo en cuenta que la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira tuvo conocimiento del siniestro de tiempo atrás, no se cumplió el plazo establecido en los artículos 1074 y 1075 del Código de Comercio, incumpliendo dicha sociedad con su deber de dar aviso a la aseguradora del mencionado siniestro.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Se encuentran reunidos los presupuestos procesales para que se adelante válidamente este proceso ante la jurisdicción ordinaria laboral?
De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Resulta posible emitir decisión de fondo dentro del presente ordinario laboral?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. PRESUPUESTOS PROCESALES PARA ADELANTAR VALIDAMENTE UN PROCESO JUDICIAL
En el año 1868 el jurista alemán Oskar Von Bülow en su libro “La teoría de las excepciones procesales y los presupuestos procesales” determinó que los presupuestos procesales son aquellos requisitos mínimos indispensables para que se produzca la constitución válida de la relación jurídica procesal, elementos éstos a los que se sujeta el nacimiento de dicha relación y en consecuencia la existencia válida del proceso.
Bajo esos parámetros, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia a partir del año 1936 empezó a desarrollar el tema, llegando a la conclusión en sentencia de 14 de agosto de 1995 expediente Nº 4268, la cual fue reiterada en providencia de 15 de julio de 2008 expediente Nº  68001-3103-006-2002-00196-01, ésta última con ponencia del Dr. William Namén Vargas, que los presupuestos procesales son elementos estructurales de la relación jurídica procesal, que permiten que ella se constituya válidamente y produzca como consecuencia la sentencia de fondo, independientemente de su fundamento sustancial.

En ese aspecto enseñó la Alta Magistratura que en el sistema jurídico colombiano son cuatro los elementos que componen los presupuestos procesales: i) Competencia, ii) Capacidad para ser parte, iii) Capacidad Procesal y iv) Demanda en forma; resaltando que la omisión o deficiencia de uno de ellos genera, según sea el caso, la nulidad del proceso o que se profiera un fallo inhibitorio, sin que en este último evento se exima al fallador del deber de emitir una providencia en la que explique las razones que lo llevan a no definir el fondo del asunto.
2. CAPACIDAD PARA SER PARTE

Establece el artículo 44 del C.P.C. que toda persona natural o jurídica puede ser parte en un proceso judicial, pero que tienen capacidad para comparecer por sí al proceso, las personas que puedan disponer de sus derechos, pues los demás solo podrán hacerlo por intermedio de sus representantes, o debidamente autorizados por éstos con sujeción a las normas sustanciales.
La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia relacionada anteriormente y proferida el 15 de julio de 2008, expresó que las personas jurídicas son sujetos dotados de personificación, autonomía e individualidad normativa, patrimonio, derechos, atributos, obligaciones y responsabilidad patrimonial singular propia e independiente a la de sus asociados, miembros o creadores; y que para comparecer válidamente a un proceso judicial deben comprobar su ser, su existencia y su normal funcionamiento, es decir, que existen y tienen vida legal auténtica y legítima; pues de no ser así, el juez deberá inhibirse para decidir de fondo la controversia, lo cual explicó en los siguientes términos:
“De otro lado, no obstante la definición legislativa de la persona jurídica y las vetustas polémicas a propósito de su connotación artificial (étres fictifs, artificials beings), realista o nominalista, en afán de superación de antigua orientación doctrinaria plasmada en la norma bajo el influjo de una concepción dogmática inútilmente paradójica con su dimensión y contrapuesta a su realidad jurídica indiscutible, se trata de un verdadero sujeto dotado de personificación, autonomía e individualidad normativa, patrimonio, derechos, atributos, obligaciones y responsabilidad patrimonial singular propia e independiente a la de sus asociados, miembros o creadores (F. LOFFREDO. Le persone giuridiche e le organizzazioni senza personalità giuridica. Giuffrè, 2001, Rolf SERICK. Forma e realtà della persona giuridica, Milano, 1966).

En todo caso, cuando las personas jurídicas comparecen a un proceso, ―deben comprobar su ser, su existencia y su normal funcionamiento, lo mismo que el poder y mandato de sus gestores‖ (XLVI, p. 140), ―que existen y que tienen vida legal auténtica y legítima‖ (LIV, bis, p. 107), por cuanto, ―el juez necesita conocer cómo surgió a la vida jurídica la sociedad o la corporación que reclama o frente a la cual se reclama la tutela de un derecho.‖ (CXXXIV, 73), siendo menester, so pena de inadmisión, anexar con la demanda la prueba de su existencia y representación legal, salvo en los casos consagrados por la ley (artículos 44, 77 [2 y 3] y 85 [2], Código de Procedimiento Civil), y si el juzgador, “al examinar el proceso no encuentra prueba de su existencia, ha de declarar su inhibición para decidir el fondo de la controversia por falta del presupuesto de la capacidad para ser parte de quien figura como demandante o demandado, pues mal podría reconocer un derecho o imponer una obligación a quien por no existir legalmente no es sujeto de derecho y obligaciones‖ (CXXXIV, 73).”.
EL CASO CONCRETO
Solicitan los señores José Albeiro Cardona Morales, José David Cano Trejos, Luis Fernando Granados y Rubén Darío Castaño Monsalve, mediante demanda presentada el 25 de enero de 2013 –fl.22-, que se declare que entre ellos y la sociedad SG Comunicaciones de Pereira S.A.S. existieron contratos de trabajo entre el 3 de marzo de 2011 y el 25 de mayo de esa misma anualidad.
Para acreditar la existencia y representación de la mencionada sociedad, los demandantes allegaron certificado emitido por la Cámara de Comercio de Pereira el 11 de abril de 2012 –fls.20 y 21- en donde se observa la siguiente información: i) Por documento privado de 8 de agosto de 2007, registrado el 4 de septiembre de 2007, se constituyó una empresa comercial de responsabilidad unipersonal denominada “SG Comunicaciones Pereira E.U.”; ii) Mediante documento privado de 18 de mayo de 2010, inscrito el 31 de mayo de 2010, la empresa SG Comunicaciones Pereira E.U., se convirtió en sociedad por acciones simplificada, bajo la razón social “SG Comunicaciones Pereira S.A.S.; iii) A través de documento privado de 18 de mayo de 2011, registrado el 27 de mayo de 2011, el accionista único de la sociedad inscribió la disolución y liquidación de la empresa SG Comunicaciones Pereira S.A.S.; iv) Conforme con la inscripción de la disolución y liquidación de la sociedad demandada, la Cámara de Comercio de Pereira el 27 de mayo de 2011 canceló la matrícula mercantil de esa entidad.
De acuerdo con la información suministrada en el mencionado documento, se tiene que la sociedad SG Comunicaciones S.A.S. dejó de existir jurídicamente el 27 de mayo de 2011, por lo que a partir de ese momento dejó de ser sujeto derechos y obligaciones.

Lo anterior significa, que para el 25 de enero de 2013, cuando los demandantes inician la presente acción, la sociedad SG Comunicaciones Pereira S.A.S. era inexistente, por lo que de acuerdo con lo expresado por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, no resultaba posible definir el fondo del proceso; razón por la cual en este asunto no puede emitirse una sentencia de mérito, sino una de índole inhibitorio al no cumplir la empresa demandada con capacidad para comparecer al mismo, es decir, no se dan los presupuestos procesales para adelantar válidamente este ordinario laboral.
Ahora bien, no puede perderse de vista que el artículo 1º de la Ley 1258 de 2008, declarada exequible en la sentencia C-865 de 7 de septiembre de 2004, establece que la sociedad por acciones simplificada podrá constituirse por una o varias personas naturales o jurídicas, quienes sólo serán responsables hasta el monto de sus respectivos aportes, salvo lo previsto en el artículo 42 de este compendio normativo en cuanto dispone que  los accionistas no serán responsables por las obligaciones laborales, tributarias o de cualquier otra naturaleza en que incurra la sociedad.

En ese sentido, prevé el mencionado precepto legal, que cuando se utilice la sociedad por acciones simplificada en fraude a la Ley o en perjuicio de terceros, sus accionistas y los administradores que hubieren realizado, participado o facilitado los actos defraudatorios, deberán responder solidariamente por las obligaciones nacidas de tales actos y por los perjuicios causados, mediante la declaratoria de nulidad de dichos actos, la cual se deberá adelantar ante la Superintendencia de Sociedades, a través del procedimiento verbal sumario. Igualmente expresa el citado artículo, que la acción indemnizatoria a que haya lugar por los posibles perjuicios que se deriven de los actos defraudatorios será de competencia, a prevención, de la Superintendencia de Sociedades o de los jueces civiles del circuito especializados, y a falta de estos, por los civiles del circuito del domicilio del demandante, también mediante el trámite del proceso verbal sumario.
Es por todo lo anterior, que la Sala revocará la sentencia impugnada y en su lugar se inhibirá de decidir el fondo del asunto, conforme a las precitadas consideraciones.
Sin costas en ambas instancias.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

REVOCAR  la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del circuito de Pereira el 25 de mayo de 2015, para en su lugar, INHIBIRSE de resolver de fondo la demanda ordinaria laboral presentada por los señores JOSE ALBEIRO CARDONA MORALES, JOSÉ DAVID CANO TREJOS, LUIS FERNANDO GRANADOS y RUBÉN DARÍO CASTAÑO MONSALVE en contra de la sociedad disuelta y liquidada SG COMUNICACIONES PEREIRA S.A.S., en el cual se encontraba como codemandada la EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE PEREIRA S.A. y al cual fue llamado en garantía la sociedad SEGUROS DEL ESTADO S.A.
Sin costas en ambas instancias.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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